Radicación No: 66001-31-05-004-2009-00104-02

José Javier Vanegas Torres vs ESE Rita Arango Álvarez del Pino y otros

Providencia: 

Auto de Segunda Instancia, Jueves 16 de junio de 2016
Radicación No: 
      
66001-31-05-004-2009-00104-02

Proceso: 

Ordinario Laboral

Demandante:     

José Javier Vanegas Torres
Demandado:            
Ese Rita Arango Álvarez del Pino

Juzgado de origen:     
Primero Laboral del Circuito de Descongestión (Cuarto Laboral)
Magistrado Ponente:     
Francisco Javier Tamayo Tabares.
OBJETO
En la fecha dieciséis (16) de junio de dos mil dieciséis (2016) siendo la una y treinta de la tarde (01.30 p.m.) se constituyen los integrantes de la Sala de Decisión Laboral No. 03 del Tribunal Superior en audiencia pública, con el fin de desatar el grado jurisdiccional de consulta en el proceso ordinario adelantado por el señor José Javier Vanegas Torres contra la Ese Rita Arango Álvarez del Pino.

  A pesar de que la convocatoria tenia como propósito el mencionado, ello no será posible en sentir de la mayoría de la Sala, por los motivos que seguidamente se compendian. 
La sentenciadora de primer grado dictó sentencia absolutoria, por cuanto el demandante no fungió como trabajador oficial en la relación que acá se debate, si no como empleado público, estima la Sala mayoritaria, que en esas condiciones no podía, entonces, pronunciarse de fondo sobre el asunto, sometido a su consideración, en la medida en que carecía de jurisdicción para estudiar las pretensiones, por no ser el juez natural de los empleados públicos.
Esta Sala en un principio avaló la actuación de los jueces al adoptar idéntica línea decisoria, en el sentido de que el actor es suficiente, que en su demanda, manifieste que es trabajador oficial, en orden a revestir de jurisdicción a la justicia ordinaria, sin perjuicio de que en la sentencia, al estudiarse el punto, como uno de los extremos de la litis, se arribe a conclusión diferente, y como consecuencia, se absuelva al demandado por no haberse acreditado la condición de trabajador oficial.
Sin embargo, al replantearse el tema por la mayoría de los integrantes de la Sala, en actuación del 11 de marzo de 2014, radicación 2012-00112-01, estimó que lo pertinente en estos eventos, es que una vez el juez detecte el equivocado camino por el que ha transitado la litis, y antes de que dicte sentencia, debe disponer el envío de las diligencias a la autoridad competente, como lo indica el artículo 148 del Código de Procedimiento Civil, de aplicación por la integración normativa autorizada por el canon 145 de la obra homóloga laboral.  

Sobre este particular, y en tratándose de falta de jurisdicción, oportunas resultan las sentencias de la Corte Constitucional C-662 de 8 de julio de 2004 y C-807 de 11 de noviembre de 2009.
De enmarcarse así la conducta del juez, se ajustará al postulado Constitucional de un verdadero acceso a la justicia, dado que no se aviene a éste, el mero pronunciamiento en torno a la carencia de la condición de trabajador oficial, dejando latente y sin resolver la pretensión principal y sus consecuentes condenas, con el agravante de que sería tarde acudir a la jurisdicción que sí estaría habilitada para hacer el pronunciamiento, en su condición de empleado público.

Así las cosas, como quiera que la jueza del conocimiento, no obró de esta manera, si no que por el contrario, emitió el fallo de fondo, en razón a que JOSE JAVIER VANEGAS TORRES, fungió en la condición de empleado público, se dispone dejar sin efecto, el auto de segunda instancia, por medio del cual se admitió el recurso de apelación, y toda la actuación que derive del mismo, así como la sentencia de primera instancia.

En consecuencia, una vez en firme el auto de obedecimiento a lo resuelto por el superior, el juzgado de origen remitirá el expediente, previa cancelación de su radicación, a los jueces administrativos de la ciudad, o a la autoridad judicial, que por jurisdicción incumba el conocimiento de este asunto, en cumplimiento de lo previsto en el artículo 138 del Código de General del Proceso.
Como complementario a lo dicho, teniendo en cuenta que la entidad demandada en este asunto como empleadora, era una Empresa Social del Estado, la Colegiatura se detendrá en la normatividad que regula a este tipo de entidades.

El artículo 194 de la Ley 100 de 1993, establece que: “La prestación de servicios de salud en forma directa por la Nación o por las entidades territoriales, se hará principalmente a través de las empresas sociales del Estado, que constituyen una categoría especial de entidad pública descentralizada, con personería jurídica, patrimonio propio y autonomía administrativa, creadas por la ley o por las asambleas o concejos, según el caso, sometidas al régimen jurídico previsto en este capítulo”.
Esta nueva categoría de entidad pública, en cuanto a su régimen jurídico y especialmente en lo tocante a las relaciones laborales de sus servidores públicos, según las voces del artículo 195 ibídem, debe cumplir las siguientes reglas:

“1.  El nombre deberá mencionar siempre la expresión "empresa social del Estado".

2.  El objeto debe ser la prestación de los servicios de salud, como servicio público a cargo del Estado o como parte del servicio público de seguridad social.

(…)

5.  Las personas vinculadas a la empresa tendrán el carácter de empleados públicos y trabajadores oficiales, conforme a las reglas del capítulo IV de la Ley 10 de 1990.

 6. (…)”.
Remite pues la norma, en lo tocante a la clasificación de los servidores de las ESE, a la Ley 10 de 1990, puntualmente al parágrafo de su artículo 26, que reza:

“Parágrafo.- Son trabajadores oficiales, quienes desempeñen cargos no directivos destinados al mantenimiento de la planta física hospitalaria, o de servicios generales, en las mismas instituciones”.

En cuanto a las expresiones “mantenimiento’’ y “servicios generales’’ que se traen en la norma citada, se ha acogido la acepción que sobre los mismos conceptos emitió el Departamento Administrativo de la Función Pública, al entender como actividades de mantenimiento de planta física “aquellas operaciones y cuidados necesarios para que las instalaciones de la planta física hospitalaria, puedan seguir funcionando adecuadamente”. Y por servicios generales, “aquellos servicios auxiliares de carácter no sanitario necesarios para el desarrollo de la actividad sanitaria’’ (…) “Dichos servicios no benefician a un área o dependencia específica, sino que facilitan la operatividad de toda organización y se caracterizan por el predominio de actividades de simple ejecución y de índole manual’’. Dentro (de) tales servicios generales se han incluido los servicios de suministro, transporte, correspondencia y archivo, la vigilancia, y cafetería”.
Lo anterior devela, sin hesitación alguna, que el demandante cumplía funciones símiles a las de un empleado público –psicólogo-, por lo que le corresponderá el conocimiento de este asunto a la jurisdicción contenciosa administrativa.

En consecuencia, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Risaralda,  
RESUELVE:

1. Dejar sin efecto, el auto de segunda instancia, por medio del cual se admitió el recurso de apelación, y las actuaciones que se deriven de él.
2. Decretar la nulidad de la sentencia emitida en primera instancia, el 27 de junio de 2014, dentro de este proceso ordinario adelantado por José Javier Vanegas Torres, en contra de la ESE RITA ARANGO ÁLVAREZ DEL PINO Y OTROS.
 No se decreta la nulidad de las demás piezas procesales, incluidas el decreto y práctica de pruebas, en virtud de lo anunciado en el párrafo final del artículo 138 del C.G.P., el cual se ha invocado como fuente de esta decisión.
3.  En firme el auto de obedecimiento a lo resuelto por el superior, la a-quo, emitirá auto de remisión del proceso a la jurisdicción contenciosa administrativa, por los motivos y en los términos consignados en el cuerpo de este proveído, previa cancelación de la radicación del proceso.

Sin costas.

Decisión notificada en estrados.
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